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 2732 LEY 5/2004, de 28 de diciembre, de medidas 
fiscales y administrativas.

LA PRESIDENTA DE LA COMUNIDAD DE MADRID

Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado 
la siguiente Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

I

La presente Ley contiene un conjunto de medidas nor-
mativas ligadas a los objetivos fijados en la Ley de Presu-
puestos Generales de la Comunidad de Madrid para 2005. 
Así, el cumplimiento de estos objetivos hace conveniente 
la regulación de una serie de materias cuyo contenido 
esencial lo constituyen las medidas de naturaleza tributa-
ria, aunque también se incorporan otras de carácter admi-
nistrativo que afectan fundamentalmente a la Hacienda 
Pública, gestión de recursos humanos y organización 
administrativa.

II

La Comunidad de Madrid ejerce a través de esta Ley 
las competencias normativas que le otorga, en relación 
con los tributos estatales cedidos, la Ley 21/2001, de 27 de 
diciembre, por la que se regulan las Medidas Fiscales y 
Administrativas del Nuevo Sistema de Financiación de las 
Comunidades Autónomas de Régimen Común y Ciuda-
des con Estatuto de Autonomía. Asimismo, se aprueban 
normas relativas a los tributos propios de la Comunidad, 
de acuerdo con las competencias atribuidas por el Esta-
tuto de Autonomía y la Ley Orgánica de Financiación de 
las Comunidades Autónomas.

En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
se mantienen las mismas medidas vigentes durante el 
año 2004, ampliando los límites de renta de los contribu-
yentes para la aplicación de las mismas en la medida en 
que ha variado el índice de precios al consumo de los 
últimos años.

En el Impuesto sobre el Patrimonio se duplica el 
mínimo exento para discapacitados en grado igual o 
superior al 65 por 100.

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se 
amplía la reducción en la base imponible para los sujetos 
pasivos incluidos en los Grupos I y II de parentesco regu-
lado en el artículo 20.2 de la Ley 29/1987, de 18 de diciem-
bre. Afecta la medida, por tanto, al cónyuge viudo, así 
como a los descendientes del causante, hijos y demás 
descendientes naturales o adoptivos, y a los ascendientes 
en línea recta, también naturales y adoptivos, del mismo. 
Paralelamente, se incrementa el importe de la reducción 
aplicable a discapacitados. Estas medidas continúan la 
línea iniciada con la Ley 2/2004, de 31 de mayo, de Medi-
das Fiscales y Administrativas, con el establecimiento de 
la bonificación del 99 por 100 de la cuota para los descen-
dientes del causante menores de 21 años en las adquisi-
ciones «mortis causa».

Por otro lado, se reduce el período de mantenimiento, 
en el patrimonio del adquirente, de diez a cinco años tanto 
de los bienes y derechos pertenecientes a empresas indivi-
duales o negocios profesionales del causante, como de las 
participaciones en entidades a los que resulte de aplicación 
la exención en el Impuesto sobre el Patrimonio.

En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados se amplía la aplicación del 
tipo impositivo reducido del 4 por 100 en la modalidad de 
«Transmisiones Patrimoniales Onerosas» a la adquisición 
conjunta con la vivienda, de plazas de garaje y anejos, 
cuando la vivienda se encuentre ubicada en el Distrito 

Centro de Madrid. Asimismo, se introduce otro nuevo 
supuesto de aplicación del tipo impositivo reducido del 4 
por 100 en la citada modalidad, por la adquisición de 
vivienda habitual para familias numerosas.

En los tributos sobre el Juego se establece un tipo impo-
sitivo reducido para las apuestas hípicas en la Tasa sobre 
Rifas, Tómbolas, Apuestas y Combinaciones aleatorias.

Se modifica el Texto Refundido de la Ley de Tasas y 
Precios Públicos de la Comunidad de Madrid, a los meros 
efectos de introducir dos previsiones puntuales en el pro-
ceso de fijación y modificación de la cuantía de los pre-
cios públicos.

Finalmente se introducen dos obligaciones tributarias 
de carácter formal que afectan, por un lado, a la informa-
ción que habrán de remitir los Registradores de la Propie-
dad y Mercantiles de aquellos documentos que incluyan 
actos o contratos sujetos al Impuesto sobre Transmisio-
nes Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados o al 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, cuando el 
pago o la declaración correspondientes se hayan presen-
tado en otra Comunidad Autónoma a la que no corres-
ponda el rendimiento del tributo y, por otro lado, a la 
información a suministrar telemáticamente por los Nota-
rios referente a las escrituras que autoricen.

III
El capítulo II introduce varias modificaciones en el 

texto de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de 
la Hacienda de la Comunidad de Madrid, cuya inclusión 
se justifica por diversos motivos que seguidamente se 
exponen.

La primera de ellas modifica el régimen de transferen-
cias de crédito para ampliar los supuestos a los que no 
resultan de aplicación las limitaciones que, con carácter 
general, se establecen para esta modalidad de modifica-
ción presupuestaria.

Así, se amplía uno de los supuestos recogidos en la 
redacción actual de tal forma que se incluye, además de 
las transferencias de crédito que se financien total o par-
cialmente con fondos de la Unión Europea, las transferen-
cias procedentes de fondos de cualquier otra Administra-
ción Pública.

Por otro lado, se añade un nuevo supuesto que com-
prende aquellas transferencias derivadas del cumpli-
miento de la reserva del 1 por 100 del presupuesto de las 
obras públicas que financie total o parcialmente la Comu-
nidad de Madrid, a fin de destinarlo a actuaciones sobre 
los bienes protegidos por la Ley de Patrimonio Histórico 
de la Comunidad de Madrid.

La segunda modificación de la Ley Reguladora de la 
Hacienda de la Comunidad de Madrid se refiere a las pres-
taciones que realiza la Tesorería de la Comunidad de 
Madrid adaptando su regulación a la realidad de la ges-
tión que actualmente viene efectuando.

La reforma consiste, por un lado, en establecer que la 
Tesorería de la Comunidad de Madrid preste sus servicios 
no sólo a los Organismos Autónomos sin Tesorería pro-
pia, como ocurre con la redacción actual, sino también a 
los Entes Públicos cuya normativa confiera carácter limi-
tativo a los créditos de su presupuesto de gastos, siempre 
que su Ley de creación no disponga otra cosa.

Además, la modificación prevé la posibilidad de que 
todos aquellos Organismos Autónomos con Tesorería 
propia y resto de Entes y Empresas Públicas, deleguen o 
encomienden dicha función en la Tesorería de la Comuni-
dad de Madrid mediante la suscripción del correspon-
diente convenio de colaboración.

Por otra parte, se contempla la posibilidad de asun-
ción transitoria de la tesorería de las entidades y organis-
mos de nueva creación incluidos en el párrafo anterior, 
por parte de la Tesorería de la Comunidad de Madrid hasta 
su efectiva y definitiva implantación.
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Bastará, en este caso, la remisión a la Tesorería de la 
Comunidad de Madrid de una solicitud por parte del orga-
nismo.

Finalmente, se exime a todos aquellos Organismos 
Autónomos, resto de Entes o Empresas Públicas cuya 
gestión efectiva de tesorería realice la Tesorería de la 
Comunidad de Madrid, de la obligación de constituir 
depósitos y garantías tanto en favor de la propia Comuni-
dad de Madrid como de forma recíproca entre los mis-
mos, evitando así la confusión entre los derechos de 
deudor y acreedor que producen la extinción de las obli-
gaciones.

En otro orden de cosas, la modificación del artículo 
128.1 de la Ley 9/1990, 8 de noviembre, Reguladora de la 
Hacienda de la Comunidad de Madrid, viene aconsejada 
por razones de seguridad jurídica que hacen necesario 
adecuar a la realidad el contenido de lo dispuesto en el 
citado artículo, y así, concretar el verdadero alcance de la 
participación que el Gobierno de Madrid tiene respecto de 
la obligación de conformar la Cuenta General de la Comu-
nidad de Madrid y las cuentas que se rindan a la Cámara de 
Cuentas por Empresas Públicas y resto de Entes Públicos.

La última de las modificaciones de la Ley 9/1990, de 8 
de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comuni-
dad, consiste en a inclusión de una nueva disposición 
adicional que obedece a la necesidad de dar carácter de 
permanencia a la regulación del régimen económico-
financiero y libramiento de las dotaciones presupuesta-
rias e la Cámara de Cuentas, cuestiones reguladas, hasta 
ahora, anualmente en las Leyes de Presupuestos.

IV

El capítulo III de la Ley contiene modificaciones que 
inciden en el ámbito de la Administración y los Recursos 
Humanos de la Comunidad de Madrid.

En primer lugar, se modifica la Ley 1/1983, de 13 de 
diciembre, de Gobierno y Administración de la Comuni-
dad de Madrid, con el propósito de habilitar a las relacio-
nes de puestos de trabajo para la creación, modificación y 
supresión de unidades administrativas inferiores a Subdi-
rección General. De este modo, se simplifica el proceso 
de implantación de dichas unidades inferiores, consi-
guiéndose un mayor dinamismo y flexibilidad en la orga-
nización administrativa de la Comunidad de Madrid.

En segundo lugar, se modifica la Ley 14/1995, de 21 de 
abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Comu-
nidad de Madrid, que establece la obligación de presentar 
anualmente, durante el mes de julio, en el Registro de 
Bienes y Derechos Patrimoniales de Altos Cargos de la 
Comunidad de Madrid, copia de la declaración del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del 
Impuesto sobre el Patrimonio, en su caso.

Con el objeto de agilizar los trámites administrativos 
que se derivan de esta obligación, se pretende iniciar el 
procedimiento para obtener los datos relativos al 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas por vía 
telemática, directamente de la Agencia Estatal de la Admi-
nistración Tributaria. Para ello, es necesario ampliar el 
plazo de remisión de dichas declaraciones tributarias, que 
pasará del mes de julio al mes de noviembre de cada 
año.

En tercer lugar, se recogen unas modificaciones pun-
tuales de la Ley 14/1994, de 28 de diciembre, Reguladora 
de los Servicios de Prevención, Extinción de Incendios y 
Salvamentos de la Comunidad de Madrid, consistentes, 
fundamentalmente, en modificar la categoría profesional 
de acceso a la Escala Operativa del Cuerpo de Bomberos, 
que a partir de ahora será la de Bombero Especialista en 
lugar de la de Bombero, la cual se declara a extinguir.

V

El capítulo IV de la Ley contiene modificaciones que 
inciden en el ámbito de los organismos públicos.

Se modifica la Ley 26/1997, de 26 de diciembre, de 
Creación el Instituto Madrileño de Investigación Agraria y 
Alimentaria, que pasará a denominarse en lo sucesivo 
Instituto Madrileño de Investigación y Desarrollo Rural, 
Agrario y Alimentario de la Comunidad de Madrid
(IMIDRA). Se atribuyen a dicho organismo los fines y fun-
ciones del Instituto Tecnológico de Desarrollo Agrario de 
Madrid, permitiendo integrar en un único instrumento el 
desarrollo de las políticas de investigación y transferencia 
tecnológica en el medio rural.

Se modifica asimismo, la Ley 1/1984, de 19 de enero, 
Reguladora de la Administración Institucional de la Comu-
nidad de Madrid.

La modificación de la Ley 13/1984, de 30 de junio, de 
Creación, Organización y Control Parlamentario del Ente 
Público de Radio Televisión Madrid, responde a la necesi-
dad de mejorar la gestión del Ente Público y supone flexi-
bilizar las competencias de contratación del Director 
General, sin renunciar con ello al control del Consejo de 
Administración.

VI

El capítulo V se destina a la regulación de aspectos 
concretos en relación con determinados procedimientos 
administrativos de la Comunidad de Madrid.

En primer lugar, se incorpora a la Ley 1/2001, de 29 de 
marzo, por la que se establece la duración máxima y el 
régimen de silencio administrativo de determinados pro-
cedimientos, el procedimiento administrativo sanciona-
dor en materia de consumo, regulándose el plazo máximo 
de resolución y notificación del mismo, así como los efec-
tos del silencio administrativo.

En segundo lugar, se modifica la Ley 11/1998, de 9 de 
julio, de Protección de los Consumidores de la Comuni-
dad de Madrid, al objeto de adaptar el marco normativo 
de infracciones en materia de consumo a la situación 
generada ante incumplimientos generalizados del plazo 
previsto para la elaboración, distribución, suministro o 
venta de bienes y productos, entendido el plazo como el 
término o tiempo para ello.

Es la vivienda el prototipo de bien al que afecta el 
plazo, de ahí que esta modificación persiga, ante todo, 
otorgar un mayor grado de seguridad jurídica a los consu-
midores, tratándose, en definitiva, de recoger el plazo 
como uno de los elementos en relación a bienes y produc-
tos cuyo incumplimiento genera la responsabilidad de 
quienes los elaboren, distribuyan, suministren o vendan.

Finalmente, se modifica el artículo 18 de la Ley 3/1991, 
de 7 de marzo, de Carreteras de la Comunidad de 
Madrid.

La compleja tramitación establecida en la Ley de 
Expropiación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954, disocia 
en actuaciones sucesivas la declaración de utilidad 
pública, la de necesidad de ocupación y la de urgencia, lo 
que ha obligado a buscar soluciones en los distintos orde-
namientos jurídicos españoles a fin de evitar demoras 
derivadas de un procedimiento no suficientemente sim-
plificado. Así, de forma similar a como se articuló en el 
año 2001 la simplificación en la legislación estatal, se 
prevé en la presente Ley que la aprobación de los corres-
pondientes proyectos de carreteras u otras infraestructuras 
viarias por parte de la Administración autonómica impli-
que, además de la declaración de utilidad pública y nece-
sidad de ocupación, la declaración de su urgencia, que-
dando unificadas así en una sola actuación las 
declaraciones determinantes del procedimiento expropia-
torio, sin que con ello se limiten o reduzcan los derechos 
de los expropiados.
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CAPÍTULO V

Procedimientos administrativos

Artículo 16. Modificación parcial de la Ley 1/2001, de 29 
de marzo, por la que se establece la duración máxima 
y el régimen de silencio   administrativo de determina-
dos procedimientos.

Se adiciona un apartado 7.15 al Anexo de la Ley 1/2001, 
de 29 de marzo, por la que se establece la duración 
máxima y el régimen de silencio administrativo de deter-
minados procedimientos, con el siguiente tenor literal: 

Procedimiento Administrativo Plazo máximo de 
resolución y notifi cación

efecto del silencio 
administrativo

7.15 Sancionador en ma-
teria de Consumo.

Nueve meses. Caducidad.

 Artículo 17. Modificación parcial de la Ley 11/1998, de 9 
de julio, de Protección de los Consumidores de la 
Comunidad de Madrid.

Se modifica el apartado 2 del artículo 48 de la Ley
11/1998, de 9 de julio, de Protección de los Consumidores 
de la Comunidad de Madrid, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«2. La elaboración, distribución, suministro o venta 
de bienes y productos cuando su composición, calidad, 
cantidad, etiquetado, plazo o precio, no se ajuste a las 
disposiciones vigentes o difiriera de la declarada u ofer-
tada.»

Artículo 18. Modificación parcial de la Ley 3/1991, de 7 
de marzo, de Carreteras de la Comunidad de Madrid.

Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 18 de la 
Ley 3/1991, de 7 de marzo, de Carreteras de la Comunidad 
de Madrid, que quedan redactados en los siguientes tér-
minos:

«1. La aprobación de los proyectos de carreteras u 
otras infraestructuras viarias implicará la declaración de 
utilidad pública y la necesidad de urgente ocupación de 
los bienes y adquisición de derechos correspondientes, a 
los fines de expropiación, de ocupación temporal o de 
imposición y modificación de servidumbres.

2. La declaración de utilidad pública y la necesidad 
de urgente ocupación se referirá también a los bienes y 
derechos comprendidos en el replanteo del proyecto y en 
las modificaciones de obras que puedan aprobarse poste-
riormente.»

Disposición adicional primera. Extinción del Instituto 
Tecnológico de Desarrollo Agrario de Madrid.

Con efectos de la entrada en vigor de la presente Ley, 
se extingue el Instituto Tecnológico de Desarrollo Agrario 
de Madrid, integrándose en el Instituto Madrileño de 
Investigación y Desarrollo Rural, Agrario y Alimentario, el 
personal que actualmente presta sus servicios en el Insti-
tuto, así como el conjunto de bienes, derechos y obliga-
ciones resultantes de la extinción.

Disposición adicional segunda. Supresión de la Agencia 
para el Desarrollo de Madrid

Con efectos de la entrada en vigor de la presente Ley, 
queda extinguido el Organismo Autónomo de carácter 
administrativo Agencia para el Desarrollo de Madrid, 
subrogándose la Administración de la Comunidad de 
Madrid en el conjunto de bienes, derechos y obligaciones 

resultantes de la extinción, y adscribiéndose su personal 
a la Administración de la Comunidad de Madrid.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa

1. A partir de la entrada en vigor de esta Ley quedan 
derogadas las siguientes disposiciones:

a) Los artículos 1, 2, 3 y 4 de la Ley 2/2004, de 31 de 
mayo, de Medidas Fiscales y Administrativas, y el artícu-
lo 4 de la Ley 13/2002, de 20 de diciembre, de Medidas 
Fiscales y Administrativas.

b) La Ley 2/1997, de 8 de enero, de Creación de la 
Agencia para el Desarrollo de Madrid.

c) El Decreto 149/1996, de 31 de octubre, por el que 
se modifica el Órgano de Gestión de Fincas Agrarias de la 
Comunidad de Madrid (OGFAMA), y se crea el Instituto 
Tecnológico de Desarrollo Agrario de Madrid.

2. Asimismo, quedan derogadas todas las disposi-
ciones de igual o inferior rango en lo que contradigan o se 
opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario

Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecu-
ción de esta Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al día 1 de enero de 2005. 

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que sea 
de aplicación esta Ley que la cumplan, y a los Tribunales y 
Autoridades que corresponda, la guarden y la hagan 
guardar.

Madrid, 28 de diciembre de 2004.

ESPERANZA AGUIRRE GIL DE BIEDMA,
Presidenta

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid»
número 310, de 30 de diciembre de 2004) 

 2733 LEY 6/2004, de 28 de diciembre, de creación 
del Tribunal de Defensa de la Competencia de 
la Comunidad de Madrid. 

LA PRESIDENTA DE LA COMUNIDAD DE MADRID

Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado 
la siguiente Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

I

La Constitución Española reconoce en su artículo 38 el 
sistema de libre empresa en el marco de la economía de 
mercado y precisa que los poderes públicos protegerán 
su ejercicio. Siendo imprescindible la salvaguarda de la 
competencia para el buen funcionamiento de los merca-
dos, resulta así que la defensa pública de la competencia 
en España emana directamente de un mandato constitu-
cional.

La Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia, atiende a este encargo constitucional y declara 
en su Exposición de Motivos, como objetivo específico, el 
de garantizar la existencia de una competencia suficiente 
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